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			PRÓLOGO 




			 




			Este libro es el resultado de un encuentro cientíﬁco celebrado en la Universidad de Huelva y organizado por el grupo HUM-420 («Aprender la Democracia») con la colaboración del Instituto Atarazanas, que allí hizo su primera aparición pública presentándose como una entidad con el ﬁn de fomentar el estudio y el debate en el campo de la historia económica y, más concretamente, de la historia corporativa. Después de las palabras de recepción a los participantes de la magníﬁca rectora, María Antonia Peña, dieron comienzo las ponencias y los debates de los que aquí se recoge la parte más sustantiva, excelentemente resumida por Encarnación Lemus en su presentación de las temáticas tratadas por los distintos autores y en su conclusión sobre la política adaptativa del franquismo y sobre su estrategia de supervivencia, donde los prioritarios intereses económicos se vinculaban a los artefactos ideológicos que apuntalaban el régimen y a los factores militares y geoestratégicos que permitían, basándose en su pregonada cruzada anticomunista, buscar la complicidad de las potencias occidentales que acabarían por derrotar en los campos de batalla a la Alemania del Tercer Reich. 




			La primera mitad de los trabajos aquí incluidos se ocupan de las cuestiones estrictamente económicas, que también dominan el largo texto de la ya citada presentación, que viene a ser una síntesis de la historia económica del primer franquismo, deﬁnida en el interior por la autarquía, el intervencionismo estatal y la moneda fuerte, aunque al ﬁnal semejante política no consiguiera ni la independencia ni el crecimiento de la economía, en aquellos años en que, según la expresión de la autora, «parecía que el tiempo no avanzaba en el país». 




			Francisco Collado Seidel (Universidad de Marburgo), aceptando como axioma que la política pragmática del franquismo y los intereses de Francia, Gran Bretaña y Estados Unidos compartían el postulado de que «toda inﬂuencia alemana debía ser eliminada», se detiene en los acuerdos de 1946 y 1948, que garantizaban los derechos de los adquirentes del patrimonio estatal germano en España, así como en la mayor complicación que suscitó la apropiación de los bienes de propiedad privada, los correspondientes a las 133 empresas alemanas que habían tenido (o seguían teniendo) negocios en España. 




			Misael Arturo López Zapico (Universidad Autónoma de Madrid) estudia las relaciones económicas entre España y Estados Unidos, primero antes del desencadenamiento de la guerra civil, cuando la desigual potencialidad de ambas economías se reﬂejaba en el permanente déﬁcit de la balanza de pagos española respecto de la estadounidense; después, desde el ﬁnal de la guerra civil, cuando las diferencias políticas no fueron óbice para la formulación de un nuevo sistema de intercambios (lo que no sorprende, acostumbrados como estamos a los pactos contra natura detrás de los cuales se esconde el ascendiente de los intereses económicos sobre los principios ideológicos) con el énfasis puesto en algunos ejemplos como la negociación de 1941, basada en la entrega de petróleo estadounidense contra el wolframio español, y, ﬁnalmente, con un tratamiento más somero, desde la ﬁrma de los Pactos de Madrid de 1953, que dejó vía libre a una relación mucho más autónoma y abierta. La tesis mantenida por el autor queda reﬂejada en el título mediante la alusión mitológica al metafórico triunfo del sutil Mercurio sobre el furioso Marte, en un estudio documentado y erudito de las relaciones bilaterales entre ambos países, situado en un más amplio contexto internacional y justiﬁcado (quizás innecesariamente) por la exigencia de este tipo de investigaciones como base para la construcción de una historia global. 




			Por su parte, Francisco Contreras (Universidad de Huelva) vuelve a defender la misma idea ya alegada en el trabajo anterior, en el que el dios del comercio le gana la partida al dios de la guerra y en el que las relaciones bilaterales son el objeto primero de la investigación, aunque también se hallen enmarcadas en un espacio compartido por otras diversas potencias, además de Reino Unido como principal protagonista de la trama. El estudio parte de la ﬁgura de Demetrio Carceller, empresario del petróleo, nombrado ministro de Industria y Comercio en 1940 y cuyas discretas (e incluso secretas) negociaciones con Inglaterra se pueden seguir a partir de los documentos conservados en el Foreign Ofﬁce. Caso singular, Carceller, en plena euforia de la autarquía económica, llevó a cabo una considerable gestión comercial exterior con diversos países, haciendo gala de un meditado posibilismo en sus relaciones con Reino Unido (las que aquí se analizan), con Alemania y, en menor grado, con Estados Unidos, es decir, con países que eran o amigos o enemigos políticos de España y que entre sí eran rivales enfrentados en el campo de batalla. Sorprende, pues, la enorme habilidad política y económica de este ministro que fue decisiva para que el régimen de Franco no participase en la segunda guerra mundial. 




			La segunda parte de los trabajos se reﬁeren a los cimientos ideológicos del régimen surgido de su triunfo en la guerra civil. Este bloque temático (no tan separado del anterior como podría parecer a primera vista) se abre con el artículo ﬁrmado por Zira Box (Universitat de València), quien se ocupa de analizar los rasgos esenciales que deﬁnieron la cultura del franquismo: una cultura de la victoria sustentada en una cosmovisión violenta donde no cabía la reconciliación, sino el exterminio o la descaliﬁcación del enemigo. En particular analiza el tratamiento dado a dos componentes esenciales de ese constructo ideológico: la desigualdad radical entre las clases sociales y la apreciación del género (masculino) como un territorio dividido entre los detentadores de la virilidad (los vencedores) y los estigmatizados por su afeminamiento (los republicanos). 




			Por su parte, Manuel Peña (Universidad de Córdoba) estudia el relevante papel ejercido por la censura en el atropello del pensamiento de la primera sociedad franquista. Una censura ejercida sobre los libros, sobre la prensa, sobre la radio, sobre el cine (aunque no con la misma intensidad: una obra de teatro podía exigir hasta diez censores, mientras que dos eran suﬁcientes para una novela). Una censura que dependía de una consigna general, pero muchas veces no de normas concretas, sino sometidas a la arbitrariedad de la denuncia de un particular más fanatizado de lo habitual o de un burócrata sentado en su despacho. Una censura que se hacía inmanente, interiorizada, pero que en cualquier caso alcanzó un alto nivel de eﬁcacia, de rigidez y de intransigencia al servicio de la ideología franquista, especialmente de la fracción dirigida a exaltar los valores de la disciplina militar o de la moral nacional-católica. 




			Magí Crusells (Universitat de Barcelona) se centra en el cine (aunque no en la censura cinematográﬁca, que ya había sido analizada en el artículo anterior y de la que solo ofrece aquí algunos ejemplos singularizados por su ridiculez), dividiendo su exposición en dos partes. La primera muestra algunos ejemplos de la represión practicada sobre las personas, sobre los cineastas, como fue el caso del sevillano Francisco Carrasco de la Rubia, sumariamente puesto frente a un tribunal e inmediatamente fusilado (junto con otras 18 personas) en el barcelonés Camp de la Bota. Más extensa es la segunda parte (donde a sus propios conocimientos une los del malogrado especialista José María Caparrós, fallecido poco antes de abrirse el encuentro en cuyo programa estaba anunciada su participación): el eje central es la concepción, por parte de los responsables del Departamento Nacional de Cinematografía, del cine como un «arma política», con lo que se privilegiaba la componente de adoctrinamiento sobre la de entretenimiento. Esta realidad queda de maniﬁesto con el análisis de algunas de las películas más representativas de esta etapa: Sin novedad en el Alcázar (heroicidad del Ejército), El crucero Baleares (heroicidad de la Marina), Escuadrilla (heroicidad de la Aviación), ¡A mí la Legión! (sin comentarios) o Raza, la obra personal del dictador. 




			Finalmente, Alberto Carrillo-Linares (Universidad de Sevilla) presenta una magníﬁca panorámica de la universidad española de posguerra. Acuñada en un marco ideológico profundamente antiliberal, la institución tuvo que ser la otra cara de la universidad republicana y prácticamente una «universidad de guerra» (pese a los años transcurridos tras el ﬁnal de la contienda). Para ello se hizo precisa una renovación completa (y brutal) del personal, de modo que a la eliminación de los veteranos profesores (el capítulo de las depuraciones, las represiones y los exilios es particularmente ilustrativo) siguió una búsqueda de jóvenes sustitutos encargados de moldear el pensamiento de las nuevas generaciones. La institucionalización de esta operación quirúrgica fue reglamentada por la Ley de Ordenación Universitaria de 1943, inspirada por el objetivo de la imposición del catolicismo y de la ideología política nacionalsindicalista. El resultado, concluye el autor, fue la derrota de la ciencia a manos de los beneﬁciarios de la victoria. 




			En deﬁnitiva, el libro presenta muchos atractivos. Por un lado, los artículos denotan la mano de especialistas que conocen perfectamente su objeto de estudio y que saben exponer esos conocimientos con todo rigor y con notable elegancia literaria. Por otro, los trabajos incorporan, no solo novedades absolutas en los diversos campos de investigación, sino que dan noticia de muchos materiales inéditos susceptibles de ser utilizados por otros estudiosos. Y, tal vez, por encima de esta abundante información, deban destacarse los elementos de reﬂexión que los diferentes textos proponen al lector, sobre unas temáticas todavía poco transitadas por los historiadores españoles, que en muchos casos ni siquiera tuvieron (y a veces ni siquiera tienen) acceso a la documentación sobre la que se basan sus análisis y sus conclusiones, es decir, para terminar, lo que se dice un libro indudablemente solvente y realmente estimulante. 
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			Resulta habitual en los textos que analizan el franquismo y, en particular, la larga duración de la dictadura, subrayar su capacidad de adaptación como uno de los factores que hacen posible su pervivencia. También que se señale la comprometida situación del régimen a partir de la victoria aliada en la segunda guerra mundial y, por ello, se destaque el interés por difuminar su apoyo a las potencias del Eje, por orillar el carácter fascista, el cese de Serrano Suñer, el regreso de la División Azul, la aprobación del Fuero de los Españoles y la sustitución de ministros falangistas por otros católicos, entre otras medidas. En los libros de texto se deﬁne este periodo como el de la autarquía, caracterizada por el bloqueo económico y el ostracismo, con referencias a las conferencias de Yalta y Potsdam y a la Resolución 39 (I) de la Asamblea General de la ONU en 1946. Y, siendo así, también lo es la permanente disponibilidad que tuvieron los vencedores para pactar con el franquismo y aceptar la pervivencia de la dictadura y del propio Franco, abriéndole un hueco en el bloque occidental. 




			En realidad, los estudios de distintos especialistas han destacado tanto la porosidad del bloqueo económico como el pragmatismo aliado: la tesis de Martínez Lillo sobre Francia;1 los múltiples trabajos de Ángel Viñas,2 de Florentino Portero,3 de Fernando Guirao,4 así como de Anne Dulphy5 o Wayne H. Bowen,6 entre otros, así lo muestran. Más recientemente, la pormenorizada investigación de Xavier Hualde Amunárriz, cuyo planteamiento multilateral contempla conjuntamente las actuaciones de los tres aliados occidentales, concluye que no hubo apenas cerco, ni político ni económico,7 basándose en la documentación de los NARA Archives del Departamento de Estado, el Foreign Ofﬁce y el Quai d’Orsay. 




			En cierta medida, cada vez parecen más acertados los consejos de Carrero Blanco, «orden, unidad y aguantar», un planteamiento que desarrollaba por extenso en dos informes elaborados poco antes de terminar la segunda guerra, en abril y mayo de 1945 respectivamente, en los que manifestaba el convencimiento de que los aliados no tardarían en enfrentarse entre ellos y España podría sacar la mayor ventaja de la rivalidad. Ante la nueva situación, como explica Antonio Téllez Molina, Carrero reﬁere que España debería buscar un reacomodo internacional que garantizara la subsistencia del régimen y sus condiciones internas, para lo cual: 




			 




			Nuestra posición es, pues, francamente sólida y puede sintetizarse en estos dos aspectos: Inglaterra y los Estados Unidos nos necesitan, conjuntamente, para luchar contra el imperialismo ruso. Inglaterra y Estados Unidos se disputan nuestra amistad con vistas al futuro, cuando, desaparecido el peligro ruso, sus intereses se encuentren frente a frente. 




			 




			Este era el texto de abril; la tesis se desarrolla igualmente un mes después y proseguía: 




			 




			De momento y con urgencia, es el catolicismo y el anticomunismo lo que conviene esgrimir y a lo que hay que sacar todo el partido posible.8 




			 




			Y en la estrategia del reacomodo casi podría decirse que halla el franquismo su esencia, una red de continuas negociaciones enmarañadas —con ambigüedades, cinismo, cesiones, tozudez—, que se teje en la tan traída y llevada guerra del wolframio, en la devolución del oro nazi o en la larguísima negociación de los Pactos de Madrid. Y tal vez ahí esté el quid: en cuánto se trataba de aguantar y en hasta dónde se podía llegar con el reacomodo. Y, si como argumentan estudios impecables, se aguantó hasta caer «en las garras del águila» y se «renunció a todo»9 o si, ayudado por la triple circunstancia de la miseria económica de la Europa victoriosa, la falta de alternativa de un posible gobierno de oposición, la rápida implantación de la bipolaridad y la Guerra Fría, el régimen se enzarzó en hábiles negociaciones, más de forma que de fondo, conﬁados en que el tiempo hiciera su trabajo. Se aguantó a la espera de un futuro que generalizara el comportamiento pragmático francés, que Anne Dulphy explica al rescatar la frase del ministro de Exteriores, Georges Bidualt, en 1947, que alegó en favor de la reapertura de fronteras: «La  question de fait: il n’y a pas d’oranges fascistes, il n’y a que des oranges»,10 una aﬁrmación que reﬂeja con un acierto impactante el pragmatismo por encima de la ideología y, en este caso, tal vez tuviéramos que destacar que ese pragmatismo fue la moneda común de unos y de otros, por parte de los aliados y por parte del régimen franquista. 




			Los distintos capítulos de este libro aportan más información a estas dinámicas de tira y aﬂoja: la progresiva aceptación del franquismo al hilo del permanente interés norteamericano por mantener las cuotas de intercambio comercial durante y después de la segunda guerra mundial —como observa Arturo López Zapico—; las contemplaciones de los aliados para aplicar la estrategia del Safehaven y beneﬁciarse de la liquidación de los bienes alemanes —que pormenoriza Carlos Collado Seidel—; el éxito de Carceller para mantener abiertos los conductos comerciales con ambos bandos contendientes —explicado por Francisco Contreras Pérez— y, junto a ello y por ello, la fuerte permanencia del lenguaje político para consumo interno a pesar del reacomodo exterior —como marca Zira Box Varela—; el nulo reconocimiento de los derechos democráticos, representados aquí por la censura aplicada a la prensa, la radio, el libro —véase Manuel Peña— o la cinematografía —especiﬁcada por Magí Crusells—, pero también la inagotable imaginación para burlarla, así como la represión de la enseñanza y el no reconocimiento de la libertad de cátedra y la larga vigilancia sobre la ciencia —abordados en el capítulo de Alberto Carrillo-Linares—, dependiente primero de Falange y luego bajo control católico. 




			Y, a pesar de la bibliografía y de la, cada día mayor, documentación primaria desclasiﬁcada, conviene mantener vigente la cuestión de los porqués o, mejor, constatar que los mismos porqués que justiﬁcaron la «no intervención» en 1936 aconsejaron la tolerancia en 1945 y la rehabilitación en 1950 y 1953: la defensa de los intereses económicos respectivos —británicos, norteamericanos, franceses—, el miedo a la inﬂuencia soviética en la península y la salvaguarda del interés estratégico, es decir, por un lado, los intereses económicos, los elementos ideológicos y los factores militares y geoestratégicos, que fueron siempre de la mano aunque adquiriendo distintos matices y versiones según las coyunturas históricas, y, por el otro, la habilidad del régimen para no atarse hasta el ﬁnal con los principios ideológicos, su maleabilidad y su falta de empacho en ceder en todo aquello que no implicara la fragmentación del autoritarismo ni la pérdida de los canales para el enriquecimiento de la oligarquía franquista. 




			En 1936 pesó el miedo británico al ascendiente soviético sobre la península y esa causalidad se mantuvo ante la falta de sintonía entre anglosajones y soviéticos en las conferencias de posguerra, el progresivo avance de la Guerra Fría y el mundo bipolar y, ﬁnalmente, el clima bélico entre bloques con la guerra de Corea. El peso de las circunstancias internacionales, que tan claramente percibía Carrero, impulsó la aceptación, pero no solo, ni en el primer momento: los mercados también participaron en ello activamente. 




			En 1936, como explica Enrique Moradiellos, el principal interés británico en el Mediterráneo occidental era la seguridad de las comunicaciones marítimas y aéreas y del comercio que atravesaba el estrecho de Gibraltar y discurría cerca del sur de España.11 El anticomunismo británico y su convencimiento de la debilidad democrática republicana y de que los intereses económicos británicos estaban mejor salvaguardados con los sublevados se impusieron deﬁnitivamente en la desigual «no intervención». En concreto, a juicio de este autor, la posición neutralista frente a la guerra española obedecía a dos motivos complementarios: los gobernantes británicos pensaban que España desde febrero de 1936 atravesaba una situación revolucionaria como la de Rusia de 1917 y juzgaban impotente al gobierno; la otra razón estribaba en la política de apaciguamiento practicada en Europa como intento de evitar una guerra que, aunque se ganara, provocaría pérdidas deﬁnitivas en la posición económica, militar e imperial de Reino Unido.12 




			En 1939 se volvía a reiterar el interés político-estratégico en la península y, a principios de 1940, se otorgó la concesión de un crédito de 4,5 millones de libras como parte del acuerdo bilateral de comercio y pagos, por el que España se comprometía a invertir una parte de sus ingresos anuales en libras para pagar sus deudas con Reino Unido.13 Por parte británica, este acuerdo se planteó como una ayuda a España —«Si queremos que la marea en España cambie a nuestro favor, es esencial que se restablezca el comercio anglo-español»—, y Moradiellos destaca el éxito de esa postura, porque mantuvo a Franco en una neutralidad obligada por su dependencia de los créditos y suministros aliados.14 De hecho, a partir de 1942 y aunque el comercio con Alemania se hubiera convertido en mayoritario, el intercambio con Reino Unido continuó con sus envíos tradicionales: productos agrarios —naranjas y otras frutas, verduras, en especial tomates— y materias primas —mineral de hierro y piritas—.15 A pesar de la entrada de Estados Unidos en la segunda guerra mundial, Gran Bretaña siguió desempeñando la responsabilidad conjunta de la acción aliada en España. Churchill frenó una y otra vez las iniciativas norteamericanas de ejercer una mayor presión sobre la España franquista, con los argumentos de que podría ocasionar el abandono de la «no beligerancia» y la entrada en la guerra con el Eje, poniendo en peligro el control sobre Gibraltar y diﬁcultando más la actuación aliada en el Mediterráneo. Sobre ello, Carlos Collado ha detallado el día a día de esa labor de contención que pudo llegar a quebrarse, pero intervino el azar en la detención de ese telegrama que Churchill llegó a escribir, admitiendo la propuesta intervencionista de Roosevelt, y que por horas no fue enviado el 25 de abril de 1944.16 




			Como eso no sucedió, se mantuvo la actitud de apaciguamiento y, ya en la fase ﬁnal del conﬂicto, en diciembre de 1944, el Foreign Ofﬁce enviaba al Departamento de Estado norteamericano un documento para acordar la política de posguerra, en cuyo primer punto, se leía: «Nuestros intereses estratégicos y comerciales de posguerra requieren una España amiga y en paz». Según Moradiellos, en dicho documento solo se contemplaban el ejercicio de tibias y cautelosas presiones diplomáticas. En el texto también se incluía el siguiente párrafo: 




			 




			[…] la mejor esperanza para España reside en la modiﬁcación del presente régimen en el próximo futuro por medios pacíﬁcos desde dentro de España […]. Sin embargo, la información […] indica que los elementos moderados en España, tanto republicanos como monárquicos, están en una situación de ánimo desfavorable y crece en ellos la tendencia a aceptar el régimen existente en España con todos sus fallos porque al menos parece garantizar orden y seguridad comparativa.17 




			 




			Los británicos, que en 1936 dudaron de la ﬁrmeza del gobierno republicano, parece que en 1944 iban a más, adjudicando a «los republicanos moderados» las mismas actitudes que ellos querían aplicar, es decir, que interpretaban lo que ellos mismos querían interpretar —wishful thinking—. Ya en 1945 el consentimiento del franquismo adquirió otros matices, el peligro a que una injerencia desencadenara un respaldo mayor al régimen, por una reacción nacionalista de los sectores más autoritarios, o una guerra civil, cuando Gran Bretaña no podía ya sostener por sí misma la posición de Grecia en el extremo opuesto de Europa. Tampoco se contaba entonces con una alternativa ﬁable de gobierno, pues se descartaba a los monárquicos juanistas y los republicanos se desautorizaban por su invalidante división interna, lo que propició que incluso la Francia más afín llegara a la misma conclusión, como veremos. Se prorrogó así una no injerencia salpicada de «alﬁlerazos retóricos» que desde 1947 dejaron de aparecer, porque se andaba ya en la senda de la rehabilitación del régimen. 




			Para entender estas decisiones no hay que perder de vista, tampoco, que, como expresa Xavier Hualde, el esfuerzo bélico había llevado a Gran Bretaña prácticamente a la ruina y había terminado siendo la mayor deudora del mundo.18 Como detalle concreto, en relación con España, Elena Martínez Ruiz aclara que las compras preventivas —en este estudio se tratará el tema del petróleo y el wolframio— estuvieron compensadas por los británicos desde 1943 por sus ventas de oro a España: en noviembre de 1943, el Banco de Inglaterra vendió al Instituto Español de Moneda Extranjera 15 toneladas de oro contra pesetas en una estrategia de expulsar a los alemanes del mercado español,19 objetivo que, como explicará Carlos Collado en su capítulo, no se alcanzó. 




			A partir de 1946, los norteamericanos fueron cada vez más reactivos al mayoritario seguimiento de los partidos comunistas en Francia e Italia y, por lo tanto, a que una desestabilización en España pudiera desembocar en una presencia comunista también en este país. Ese temor creció con la salida de Charles de Gaulle de la presidencia de Francia y la llegada a la presidencia de un consejo, en el que los comunistas tuvieron mucha fuerza, del socialista Félix Gouin a principios de 1946.20 Así, rápidamente se puede apuntar que, en ese marco, adquiere un gran impacto, como explica Xavier Hualde, el Long Telegram de George Kennan, diplomático de la embajada de Moscú, que envió el 22 de febrero de 1946 ese amplio texto denunciando la necesidad de expandirse que tenía el régimen soviético y el valor estratégico que adquiría en esa proyección la península Ibérica, que lo señala como uno de los factores del cambio de la estrategia norteamericana con respecto a España y que tendrá mayor incidencia una vez que el propio Kennan se incorpore al Policy Planning Staff un año después.21 




			Se había entrado en un nuevo escenario de Guerra Fría y habían comenzado, de hecho, las ventas de armamento a España. Deﬁnitivamente, sería la guerra de Corea la que forzaría la implantación de la opinión de los departamentos económicos y los criterios militares sobre la visión de la secretaría de Estado y se impuso el planteamiento de la normalización de las relaciones bilaterales —lo que facilitó la revocación en la ONU de la resolución condenatoria de 1946, en 1950, y la inclusión en las agencias especializadas— y de la incorporación de España en el sistema de Seguridad Occidental, preferentemente en el marco de la OTAN, pero ante la oposición de sus socios europeos, a través de acuerdos militares bilaterales para que, en un hipotético enfrentamiento con la Unión Soviética, se contara con una frontera defensiva en los Pirineos a partir de la cual plantear una defensa de Europa. 




			Pero volvamos a las naranjas tan apreciadas por los británicos durante la guerra y que no lo fueron menos después. A lo largo de 1946, ante la solicitud francesa para que secundaran su propuesta de bloqueo económico al régimen y tras la Resolución 39(I) de 12 de diciembre de 1946 de la ONU, el Foreign Ofﬁce elaboró un informe sobre los efectos de la aplicación de sanciones a España para la economía de Reino Unido y las condiciones de vida de los británicos, ya al límite en ese durísimo invierno de 1947. Por otra parte, ese año, el abastecimiento español también estuvo al borde del colapso, hasta el punto de que los norteamericanos llegaron a plantearse, más que ﬁrmar acuerdos comerciales, enviar alimentos como ayuda humanitaria a un país cuya población sufría una hambruna al mismo tiempo que en los circuitos internacionales vendía alimentos en búsqueda de divisas con las que pagar las importaciones imprescindibles. 




			En deﬁnitiva, el informe del Foreign Ofﬁce recogía las repercusiones negativas en la dieta de la población, las consecuencias para la industria metalúrgica, los intereses ﬁnancieros en España, las empresas británicas como Río Tinto, el coste de vigilar el cumplimiento y, de hecho, la conﬁrmación portuguesa de que se negarían en rotundo a colaborar en el bloqueo, más la repercusión sobre las relaciones económicas con Argentina. Por todo ello, en lugar de la ruptura, aconsejaba la colaboración. Así, en 1947, se alcanzó la ﬁrma de un acuerdo bilateral de comercio y pagos que ﬂexibilizaba y ampliaba el marco anterior de 1940.22 Tal decisión no solo obtuvo repercusiones en las relaciones bilaterales, sino que ese clima que favorecía los contactos con España para beneﬁciarse tanto de su potencial exportador como del importador, más interesante aún, fue tenido muy en cuenta en Francia para terminar con el cierre de fronteras y, por parte norteamericana, para que los departamentos económicos se unieran a los militares en su demanda de un acercamiento a España. Como indica Viñas, las concesiones de préstamos norteamericanos, alcanzadas tras una larga negociación, constituyeron un punto de inﬂexión en este sentido. Este autor relata que el Departamento de Estado rechazó una primera petición de crédito para la adquisición de cereales al Export-Import Bank y ofrece un detalle que ayuda a entender los diferentes raseros por los que se movía la realidad española: en su negativa, los norteamericanos argumentaron que la ayuda se había solicitado al tiempo que se presentaba una oferta de compra de motores de aviación de desecho, ofreciendo por ellos cerca de un millón de dólares, una cifra «diez veces superior a su valor real» que bien podría destinarse esa cantidad a la compra de trigo para aminorar el hambre de la población.23 Pero la presión de los organismos militares terminó ganando y, poco después, a ﬁnales de ese 1949, el Chase Manhattan Bank de Nueva York concedió un primer crédito de 25 millones de dólares y, ya al año siguiente, se otorga la perseguida línea de crédito del Export-Import Bank, disponible para organismos y empresas españolas públicas y privadas.24 




			Digamos que brevemente estos fueron los porqués, admitiendo la falta de una alternativa real para un gobierno salido de la oposición exterior y llegando a reiterar que, con los contactos bilaterales, se podría favorecer una democratización desde dentro, que fue verdad que llegó, pero tras la muerte del dictador, componiendo un capítulo alejado de esta etapa de la autarquía, aunque se pueda establecer un nexo.25 




			El resumen de lo que había sucedido creo que nos lo ofrece Guirao al contextualizar el interés de los aliados en seguir comerciando con la España franquista a partir de 1945 por la urgencia de abastecer a su población de alimentos después del sostenido sacriﬁcio bélico —naranjas dulces y amargas, aceite, conservas de pescado— y por el gran esfuerzo realizado para reconstruir y modernizar las economías —piritas y fosfatos como fertilizantes, mercurio, wolframio, hierro para la industria— que los llevó a acudir a un mercado de importación como el español que no requería el pago en dólares cuando más escaseaba esa divisa. Puede, por lo tanto, entenderse así que la «débil e ineﬁciente economía española pudo ser percibida como necesaria por muchos gobiernos europeos».26 




			En deﬁnitiva, con algún que otro matiz, los investigadores están de acuerdo en que el cerco económico nunca existió, con la salvedad del ocasional cierre de los Pirineos durante casi dos años y, por lo tanto, aun en un marco de animadversión política, las diatribas contra el régimen —alﬁlerazos—, que traducían un sentimiento de aversión verdadero, apenas tuvieron incidencia en las relaciones exteriores, porque, por un lado, las declaraciones internacionales contrarias a la dictadura —Yalta, Potsdam, la Declaración Tripartita de 2 marzo de 1946, la Resolución 39(I)— tuvieron un alcance limitado, sin implicar la ruptura de relaciones, por otro, la praxis de los intercambios fue abriendo el camino del reconocimiento internacional: para unos se trata de pragmatismo económico; para otros, de cinismo político. 




			Y ese rechazo político, que fue real, impregnó a los dirigentes —en los capítulos que siguen se insistirá en ese sentimiento por parte del presidente Harry Truman o de los secretarios Anthony Eden o Ernest Bevin del Foreign Ofﬁce— y a amplios sectores de la opinión pública en los países aliados, pero únicamente en Francia, ideología y sentimientos antifranquistas lograron frenar la imposición de la realpolitik. En el país vecino no solo se impuso el cierre temporal de la frontera, sino que la proximidad geográﬁca y la fuerte presencia de los exiliados de 1939, su implicación en la Resistencia, la acogida al gobierno republicano en el exilio y, más tarde, la llegada continua de nuevos opositores y emigrantes económicos explican que una parte de la intelectualidad francesa y amplios sectores de la izquierda mantuvieran siempre viva una repulsa antifranquista. Esta actitud, no obstante, no impidió el contundente desembarco del capital francés a mediados de los cincuenta, como prólogo del Plan de Estabilización, ni la llegada a lo largo de los sesenta como turistas de esos mismos franceses críticos. Por ello y porque ninguno de los capítulos que siguen abordan las esenciales relaciones con Francia, me extiendo en esta introducción sobre la relación bilateral con el país fronterizo.27 




			La primera fase, hasta el cierre de los Pirineos en marzo de 1946, signiﬁcó una etapa de transición. Con la liberación de París, se produjo la formación, en septiembre de 1944, del gobierno provisional del general De Gaulle, quien contó con Georges Bidault para el desempeño del cargo de ministro de Exteriores. Unos días antes ya había ocupado la embajada francesa en Madrid quien había sido representante oﬁcioso del Comité Français de Libération Nationale, Jacques Truelle. De Gaulle, ferviente anticomunista, concebía a España como un país incluido en la órbita de la inﬂuencia gala, útil para mantener una política francesa lo más independiente posible en el marco emergente de las relaciones con las potencias anglosajonas, por eso mostró cierta condescendencia con el franquismo. Esa actitud sostuvo la interrelación económica, sellada con la concesión, esta vez por parte española, de un crédito comercial de 200 millones de pesetas en septiembre de 1944 y, al año, en septiembre de 1945, se había ﬁrmado el Acuerdo Comercial Hispano-Francés, en términos muy ﬂexibles y beneﬁciosos para París. 




			Simultáneamente, no obstante, la ciudadanía francesa se manifestaba mayoritariamente en contra de la España franquista y, así, se produjo en junio de 1945 un asalto popular en Chambéry, la Saboya francesa, a un tren que transportaba repatriados de la División Azul, lo que dio lugar a un litigio bilateral que persisitiría durante los años siguientes al igual que las protestas permanentes por la libertad de movimientos de los republicanos y el tratamiento favorable a las personalidades del exilio. Del mismo modo, la mayoría parlamentaria se declaraba contraria a cualquier condescendencia con el franquismo y pedía al gobierno un cambio drástico en la política bilateral y un cierre de fronteras al que se oponía Georges Bidault, por considerar la medida inútil y perjudicial en sí y aún más tomada en solitario. 




			Como indica Anne Dulphy, a partir de marzo de 1946, las relaciones bilaterales incluyen dos medidas complementarias: el ostracismo a España por el cierre fronterizo y el compromiso creciente con la oposición republicana, en consonancia con la decisión de favorecer un posible gobierno alternativo entre los republicanos. Por ello, al tiempo que se pretende ayudar a la progresiva uniﬁcación de las oposiciones clandestinas en el interior peninsular, Francia recibe a los miembros del gobierno republicano en el exilio y se nombra un delegado, Lionel Vasse, para actuar como nexo con las autoridades francesas.28 A medida que esa opción se aleja, el bloqueo económico se revela abiertamente sin sentido y perjudicial, sobre todo, para Francia, ya que Reino Unido había ﬁrmado el Tratado de 1947, antes citado, y los norteamericanos habían iniciado una estrategia de acercamiento a España; en septiembre de ese año, Bidault reclama en la Asamblea la reapertura con su exitosa frase. 




			La propia inestabilidad de la política interior francesa y la volatilidad de los gobiernos de esta etapa justiﬁcan tanto la persistencia del cierre en 1947 como la posterior reapertura, en febrero de 1948. Con la preeminencia comunista en la formación de 1947, el gobierno se vio a sí mismo como un puente entre las dos superpotencias y aspiraba a instalarse como tal en el corazón de las relaciones exteriores europeas; la pérdida de poder comunista en el gobierno de Robert Schuman, la persistencia de Bidault y la multiplicación de la demanda de los sectores económicos afectados, particularmente en los departamentos del sur, conducen a la reapertura de los pasos fronterizos, que apunta a una nueva etapa de transición larga hasta la llegada del conservador Antoine de Pinay en 1952, aunque el antifranquismo social perdudaría. 




			En un marco todavía con reservas diplomáticas en el que Francia pretende recuperar su tradicional ascendiente sobre la península, se ﬁrma en mayo de 1948 un acuerdo comercial y el país vecino encontrará que, tanto en el plano político como en el económico, ha de tener en cuenta el fortalecimiento de Estados Unidos en la escena. A pesar de ello, Francia puede seguir contando con su arraigada inﬂuencia cultural en la península y la disponibilidad de una extensa red de consulados, centros culturales y educativos que seguirán desarrollando su prestigiosa labor de siempre. No obstante, como se ha venido aﬁrmando, el antifranquismo seguía implantado en todos los niveles y el intercambio de embajadores, de acuerdo con la recomendación de la ONU en 1950 —en cuya votación Francia se había abstenido en decisión acordada con Gran Bretaña—, implicó una nueva oleada de protestas, tanto en la Asamblea Nacional como en la calle, con movilizaciones favorables a los exiliados. La sustitución del delegado de embajada, Bernard Hardion, tuvo que esperar y, en una maniobra de tránsito, él mismo fue nombrado embajador, provocando el disgusto español y sucesivos tiras y aﬂojas hasta que, ﬁnalmente, se le otorgó el plácet e, igualmente, Manuel Aguirre de Cárcer, que venía actuando desde 1947 como representante oﬁcioso, fue nombrado embajador en París,29 como arreglo temporal hasta la llegada deﬁnitiva de Jacques Meyrier a ﬁnales de 1951, dando paso así a una nueva etapa, ahora sí, de reconciliación que impulsa el conservador Antoine de Pinay desde la presidencia del Consejo.30 




			La normalización diplomática y la consecuente reapertura de las fronteras daban cumplimiento a la presión de los intereses comerciales y se coordinan con un preacuerdo ﬁscal ya en agosto de 1951 —deﬁnitivamente cerrado en abril de 1953—, previo al tratado deﬁnitivo de comercio bilateral del año siguiente, 1952. Para entonces, se habían abierto cauces a los objetivos del empresariado francés de colocar su inversión en España, tanto por la introducción de ﬁliales francesas como por la inversión en la modernización y reconstrucción de nuevas infraestructuras, una etapa ya dirigida hacia la liberalización muy estudiada por Esther Sánchez.31 




			A lo largo de los párrafos anteriores, se ha admitido la interrelación entre política exterior y comercio exterior, aunque la propaganda del régimen siempre lo negó —y en los documentos internos se aﬁrmara lo contrario—, pero llegamos ahora a otro nudo gordiano, el doble planteamiento de si la aceptación en política exterior, en base al gradual acercamiento económico y militar, norteamericano, británico o francés, estuvo en la base de una también gradual llegada de la liberalización y el fuerte desembarco de la inversión de estos países —y de la RFA, como explica Collado Seidel— o de si fue la miseria imperante, el mantenimiento de las cartillas de racionamiento y el pobre crecimiento lo que impulsa un cambio radical de política económica que dejara atrás la prolongada autarquía, aunque hubiera que esperar para ello a la ﬁrma de los Pactos de Madrid y la entrada en la Organización Europea para la Cooperación Económica (OECE), es decir, casi dos décadas después de terminada la guerra. O más fácil, si la autarquía dependía del boicot o del ubicuo intervencionismo interior, sostenido a pesar de los aires cambiantes. Y es aquí donde me parece muy sugerente el aludido texto de Ángel Viñas que subraya el vínculo entre la autarquía y una visión amenazadora de la política exterior imperante en Franco y su entorno,32 porque una línea de análisis es la mirada desde el exterior, que hasta ahora se ha empleado, y otra la de la mirada hacia el exterior que se realiza en la España autárquica y que es la que Viñas contempla en el texto citado. 




			La autarquía aspira al desarrollo económico con los recursos propios para asegurar la independencia del exterior e impone una fuerte intervención en todo el entramado productivo y la obsesión por la balanza de pagos favorable y la industrialización. Ahora bien, por un lado, es imposible prescindir de las importaciones y se implanta un perverso mecanismo de licencias discrecionales de importación en función de criterios clientelares; por el otro, para intentar, infructuosamente, frenar la descompensación de la balanza comercial, se drena hacia la exportación lo de siempre, productos agrarios, aumentando así el sufrimiento de la población, y materias primas, lo que también perjudicaba el ya débil tejido productivo, castigado por la falta de importaciones —también lo de siempre: combustibles, algodón, chatarra, fosfatos, maquinaria…—, pero en la misma rigidez se alimentaba la discrecionalidad en la aplicación y, por ello mismo, la corrupción. 




			Cuando se va produciendo el cambio en la marcha de la segunda guerra mundial y más aún con la derrota del nazismo, urgieron los reacomodos: 




			 




			[…] la justiﬁcación autárquica de la economía española podía y debía modiﬁcarse sustancialmente, si bien su plasmación industrial, organizativa e institucional, apenas si cambió […] aunque modernizó el enunciado por el de sustitución de importaciones, a cualquier costo, manteniendo un irreal valor de la peseta y hasta límites inverosímiles el sistema de autorización previa y discrecional para todas y cada una de las transacciones con el exterior.33 




			 




			Con tales políticas, el régimen fue el causante de la extensión de la pobreza y del bajísimo nivel de vida de la población hasta mediada la década de los cincuenta, en una recuperación mucho más lenta que la de la Europa devastada por la guerra mundial.34 Sin embargo, como en otros muchos ámbitos de la vida pública, el ordenamiento y el intervencionismo a ultranza nunca terminaron por encuadrar la práctica económica cotidiana ni en las grandes transacciones ni en las domésticas: ya lo había adelantado la práctica de Demetrio Carceller al frente de Industria y Comercio —como se verá en su capítulo— porque si el régimen se manifestó como un experto en supervivencia, una parte de la ciudadanía también.35 




			Sobre intervención y balanza de pagos, Elena Martínez explica que, una vez que se asumió que España no sería incluida en el Plan Marshall, no quedaba otra que aplicar medidas para remediar la escasez de divisas y, en lugar de una devaluación de la peseta encaminada a mejorar los saldos comerciales, se siguió la línea marcada por el ministro de Industria y Comercio, Juan Antonio Suanzes, con la aplicación de un intrincado «sistema de tipos múltiples», es decir, incrementar la intervención sobre el sector exterior y, a ﬁnales de 1948, se aprobó una serie de tasas y subvenciones para favorecer la exportación y desincentivar la importación. Con todo ello, se alejó más a la economía española del incipiente multilateralismo que nacía en Europa.36 




			Termina explicando Viñas que todavía en 1961, lanzada y sin vuelta atrás la liberalización, aún persistía la vertiente aislacionista del régimen y, ahora, vuelvo a las palabras de Carrero que el investigador recoge: 




			 




			Contra estos tres poderes [las internacionales comunista, socialista y masónica] tendremos que luchar y, mientras tengan acción en el mundo, no tendremos amistades [de] verdad con países donde puedan ejercer su inﬂuencia [las democracias]. Nos ayudarán por cuanto nos necesitan, pero  de paso que nos ayudan intentarán dominarnos, y esto es lo que no hay que perder de vista. Está bien que nos aprovechemos de la ayuda, porque, de momento, el comunismo es el peligro más inmediato, pero con gran cuidado de no incurrir en la ingenuidad de concesiones peligrosas. La única contrapartida a nuestra ayuda no puede ser otra que la voluntad de combatir al comunismo con todas nuestras fuerzas, pero nada más.37 




			 




			Tal vez la idiosincrasia del régimen esté en que alguien tan directamente vinculado a la pérdida de soberanía que los Pactos de Madrid suponían escribiera este texto para el ministro Fernando María Castiella, por cuya mediación sería cesado y sustituido en 1969, cuando, en la renegociación del acuerdo hispano-norteamericano, presionó para recuperar capacidad de acción para España o, al menos, elevar la compensación por la cesión y disminuir el número de facilidades, enarbolando una alternativa de neutralidad hasta un límite que se consideró peligroso por parte de Carrero, como ha analizado Rosa Pardo.38 




			En suma, que la autarquía se mantuvo, aun sin el cerco, como un intervencionismo a todos los niveles, una industrialización sin competencia que no reparaba en costes, porque tenía reservado el consumo interno y una obsesión por el superávit de la balanza de pagos y una peseta fuerte, que encarecía las ventas españolas. Se mantuvo, pero cosa distinta es que cumpliera sus objetivos de lograr la independencia y el crecimiento económicos. 




			A ﬁnales de la década de los cuarenta y en los cincuenta no correspondería hablar de una España fascista y la autarquía imperante tampoco obedecía al corporativismo integrador fascista. En el país, sin el cerco exterior, imperó el nacionalcatolicismo —autoritario, jerárquico, represivo, con un lenguaje machista y sexista—. Al igual que el régimen con el exterior, hubo que aprender a sortear el burocratismo, la vigilancia, la incoherencia y la imagen sospechosa de la cultura con estrategias de supervivencia: periodistas, editores o cineastas jugando con la censura; profesores y cientíﬁcos colándose por los márgenes de la estrechez, y cada cual a distintos ritmos y tiempos, porque eso, el tiempo, parecía que no avanzaba en este país. 
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			La historiografía ha dejado claro que los regímenes nazi y franquista fueron propulsores de una misma causa, una alianza que tiene sus raíces en los comienzos de la sublevación militar en julio de 1936. A partir de la decisión de Hitler de apoyar a Franco se estableció una estrecha relación tanto política como ideológica y militar. Durante el transcurso de la guerra civil, el Tercer Reich se convirtió en el principal sostén de los generales sublevados y, sin el suministro de material bélico, la victoria de Franco habría sido más que dudosa. Por otra parte, Falange Española veía en el Partido Nacionalsocialista Obrero Alemán un gran modelo que pretendió mimetizar. La España de Franco fue desde su establecimiento un régimen orientado hacia el Nuevo Orden Europeo liderado por la Alemania nazi, con la que se sentía estrechamente vinculada. 




			Esta persuasión de sintonía ideológica y política permaneció básicamente inalterada, no obstante la neutralidad oﬁcial de España durante la segunda guerra mundial. Franco no ocultó en ningún momento de qué parte estaban sus simpatías. El ingreso de España en el Pacto Anti-Komintern, la declaración de «no beligerancia», así como el encuentro de Franco con Hitler en Hendaya eran signos inequívocos de esta solidaridad con las potencias del Eje. 




			La mayor parte de los generales españoles estaban impresionados y hasta deslumbrados por la magnitud del potencial bélico alemán y su organización militar y, hasta muy avanzado el curso de la guerra, es decir, hasta el desembarco aliado en Francia en junio de 1944, no concibieron que la Wehrmacht, la Fuerza de Defensa alemana, acabaría siendo derrotada. La solidaridad alcanzó uno de sus puntos culminantes cuando Franco, en julio de 1941, bajo la impresión de la ofensiva alemana contra la Unión Soviética, no solo se identiﬁcó públicamente con los objetivos bélicos alemanes, sino que además exaltó a España y a las potencias del Eje como una comunidad de destino. Fue la hora del nacimiento de la División Azul. 




			 




			Materias primas codiciadas 




			Durante estos años, el Tercer Reich tuvo una inﬂuencia preponderante sobre España, marcada sobre todo por la vinculación económica. Tal y como ha resaltado Rafael García Pérez, dada la relevancia de España para la industria bélica germana, las relaciones hispano-germanas siempre estuvieron supeditadas a la preeminencia de los intereses económicos, muy por encima de los políticos o militares.1 




			Esta vinculación se encontraba enmarcada en los parámetros deﬁnidos por el primer plan cuatrienal alemán, establecido en 1936, que preveía una impresionante producción armamentística como paso previo a una guerra. A raíz de estos planteamientos, la estrategia diseñada en Berlín iba dirigida a asegurarse las fuentes de suministro de todas aquellas materias primas necesarias, creándose a estos efectos una amplia red comercial en la Europa continental. Si bien, en un principio, los alemanes centraron su interés en los países balcánicos, el estallido de la guerra civil y la ayuda solicitada por el general Franco ofrecieron la oportunidad de ampliar dicha base de aprovisionamiento. A partir de ese momento centraron igualmente su interés en la riqueza mineral del suelo español. A lo largo de la segunda guerra mundial, esta función suministradora se fue reforzando como consecuencia de las crecientes necesidades del Tercer Reich. La dependencia alemana de suministros desde España incluso llegó a ser extrema, sobre todo en relación con diversos minerales de especial importancia para la industria armamentística, como lo fueron el molibdeno, el espato-ﬂúor y, especialmente, el wolframio. La relevancia de dichos suministros incluso condicionó la actuación nazi y las decisiones políticas respecto de España, primando en todo momento la preservación del ﬂujo de exportación en condiciones lo más favorables posibles. 




			Este ﬂujo comercial fue orquestado primeramente por medio de dos organismos dependientes del Reich, la Rowak (Rohstoff-Warenkompensation), anclada en el Ministerio de Economía berlinés como organismo coordinador para la obtención de los productos necesitados por la industria bélica, así como una empresa correspondiente en España, denominada Hisma (Compañía Hispano-Marroquí de Transportes), y, posteriormente, el consorcio Soﬁndus (Sociedad Financiera Industrial), ya con la ambición decidida de lograr una posición de preeminencia dentro de la economía española. A partir de ahí, por medio de la creación de más de una docena de empresas volcadas en diversas ramas de la extracción de materias primas, sobre todo en el sector minero (entre las que se encontraban Aralar, Montes de Galicia, Sierra de Gredos, Montañas del Sur), pero también de exportación de otros productos como resina o pieles, comenzó una fase de expansión para asegurarse las materias primas codiciadas. 




			Si bien el gobierno español procuró limitar la desbordante penetración alemana, pues las bases materiales del rol asignado a España atentaban contra las convicciones nacionalistas del régimen, y aunque el programa económico británico y posteriormente anglo-estadounidense logró contrarrestar la completa subyugación de la economía española, en la práctica, los alemanes lograron asegurarse la producción en los sectores de su interés, obviando en parte incluso la legislación de protección de la industria nacional por medio de la interposición de testaferros. 




			Las inversiones de la industria privada alemana se centraban, además, en cuatro sectores de la economía: la industria química, la industria electrotécnica, bancos y seguros. Dentro de este conjunto, la presencia fue especialmente notable en el sector químico y farmacéutico, donde empresas alemanas mantuvieron una situación de dominación del mercado español por medio de ﬁliales de los grandes trusts como la IG-Farben, Siemens o AEG. Además, existían diversas empresas importantes en otros sectores de la economía creadas en su mayoría por miembros de la colonia alemana aﬁncada en España. Esta era una de las más numerosas en el país, superada únicamente por los portugueses, y comprendía un gran número de técnicos y especialistas integrados en los circuitos empresariales españoles. A esta presencia industrial alemana hay que añadir el liderazgo absoluto del Reich durante la segunda guerra mundial en la transferencia de tecnología a España, si bien, en este ámbito, las expectativas españolas no se vieron satisfechas de la forma deseada.2 El comercio bilateral entre ambos países llegaría en estos años a niveles impresionantes al alcanzarse un volumen de exportación de productos españoles a Alemania, cuyo valor era equiparable a la suma total de las exportaciones hacia Gran Bretaña, Estados Unidos e Italia.3 




			El Tercer Reich aprovechó también la situación prevaleciente para lograr la mayor inﬂuencia posible en la administración española. Los distintos servicios secretos, como la Gestapo, el servicio de información y de contraespionaje militar Abwehr, así como el Partido Nazi y sus distintas organizaciones mantuvieron estrechos lazos con las fuerzas de seguridad españolas, los altos mandos del ejército y la cúpula de Falange.4 




			Esta amistad dio rápidamente frutos, pues, al comenzar la segunda guerra mundial, la inteligencia alemana obtuvo facilidades para organizar en territorio español una extensa red de espionaje. La Abwehr tenía libertad para observar, en un principio sin ningún género de diﬁcultades, los convoyes y el paso de unidades navales aliadas por el estrecho de Gibraltar; podía abastecer submarinos alemanes desde diversos puntos de la costa atlántica española o desde las islas Canarias, y, además, se dedicaba a interceptar los mensajes radiotelegráﬁcos de los aliados. Según el testimonio de Walter Schellenberg, último jefe de los servicios secretos de Hitler, se hallaban en España las más amplias instalaciones de escucha y descifrado de que disponía el Reich en el extranjero.5 Dentro de esta sintonía, el almirante Canaris, jefe de la Abwehr, viajó repetidamente a Madrid para deﬁnir en mutuo acuerdo con las autoridades españolas el radio de acción de los servicios secretos. El Reichsführer-SS, Heinrich Himmler, y el entonces ministro del Interior, Ramón Serrano Suñer, ﬁrmaron acuerdos sobre cuestiones de seguridad que otorgaron a la Gestapo una gran libertad de movimientos en el territorio español. 




			El Ministerio de Propaganda alemán tuvo, por su parte, presencia en España a través de la Sección de Prensa de la embajada alemana, cuyo agregado de prensa, Josef Hans Lazar, que disponía de un nutrido equipo de colaboradores y de considerables medios ﬁnancieros, ejercía una inﬂuencia preponderante en la prensa del país y en la censura, a cargo de organismos de Falange. 




			Así pues, no es de extrañar que el embajador británico, sir Samuel Hoare, escribiera sumamente inquieto, a primeros de junio de 1940, al ministro de Información londinense la siguiente sentencia: «Jamás he visto un control tan completo de los medios de comunicación, prensa, propaganda, aviación, etc., como el que tienen los alemanes aquí. De hecho, me atrevo a decir que la embajada y yo únicamente existimos aquí porque nos toleran los alemanes».6 




			 




			Un peligro para la paz de posguerra 




			Ante esta omnipresencia alemana en España y la compenetración entre ambos regímenes, que en lo básico continuó inquebrantable hasta el ﬁnal de la guerra, los aliados no solo pretendieron contrarrestarla a lo largo de la contienda, sino que, una vez terminada la guerra, la presencia alemana representaría un peligro para la consecución de los ﬁnes declarados de erradicación del nazismo y militarismo alemanes. 




			Ante la pervivencia del régimen de Franco resultó, por lo tanto, imperativa la «desnaziﬁcación» de España, pues era de temer que precisamente aquí, bajo los auspicios del general Franco, pudieran sobrevivir agrupaciones nacionalsocialistas que desarrollaran posteriormente actividades subversivas sirviéndose, por una parte, de los excelentes contactos con los representantes del régimen y, por otra, tanto de la red de industrias alemanas aﬁncada en España como de capitales traídos ante la inminencia de la derrota. De hecho, distintos informes inquietantes de los servicios secretos de los aliados indicaban que grandes cantidades de capital, planes industriales, así como personal especializado y altos mandos nazis habían llegado a España con instrucciones para la posguerra o estaban en proceso de hacerlo para continuar en este país una vida clandestina y preparar la vuelta al poder.7 




			De ahí surgió la consigna de la depuración que vino a ocupar el punto neurálgico de las actividades diplomáticas de británicos y estadounidenses en España en los primeros años de la inmediata posguerra, razón por la que no puede, por consiguiente, extrañar la siguiente constatación de un funcionario del Foreign Ofﬁce londinense en noviembre de 1946: «Toda inﬂuencia alemana, sea esta positiva o nociva, debería ser eliminada de España en la medida de lo posible».8 




			Las medidas que los aliados tomarían a este respecto perseguían dos objetivos: el primero, repatriar a Alemania a todos los alemanes considerados peligrosos, es decir, a todos los agentes de espionaje, los miembros y simpatizantes del Partido Nazi, así como a los funcionarios del Reich. Estas personas representaban para los aliados un potencial que podría contribuir al mantenimiento de la ideología nazi y sus estructuras. El segundo objetivo, de no menor importancia, era neutralizar el peligro inmanente en los bienes alemanes en España, pues, además de su valor estratégico, podrían ser utilizados para la ﬁnanciación de grupos de resistencia nazi bajo el cobijo del régimen de Franco. 




			En España, la puesta en práctica del programa, denominado Safehaven (Operación Puerto Seguro), comprendía una tarea impresionante. La colonia alemana, de unos diez mil residentes, tuvo que ser investigada minuciosamente con el ﬁn de identiﬁcar a todos aquellos que podrían constituir un peligro en el futuro. Los resultados de estas investigaciones se plasmarían en largas listas con los nombres de centenares de alemanes cuya expulsión de España exigían los aliados. Estos, además, habrían de tomar las precauciones necesarias para evitar la inﬁltración de nuevos y posiblemente más peligrosos nazis. 




			De dimensiones impresionantes fue igualmente la tarea de identiﬁcación de los bienes alemanes. Estas averiguaciones corrieron el peligro de desbordarse en pesquisas interminables, pues no solo había que hallar la totalidad del patrimonio alemán declarado, sino, además y especialmente, aquellos bienes camuﬂados e inﬁltrados en España, pues precisamente estos podrían constituir la base económica para actividades nazis de posguerra. 




			Las informaciones recogidas no solo procedían de investigaciones hechas en España, sino que incluían también aquellas acumuladas durante el curso de la guerra sobre transacciones realizadas por los alemanes en el extranjero, así como las procedentes de archivos requisados en Alemania; un sinfín de interrogatorios de funcionarios alemanes y de gerentes de empresas ayudarían a completar la panorámica de los haberes alemanes en España. 




			Aparte de estas consideraciones en materia de seguridad, los bienes alemanes en España representaban también un importante valor económico y, puesto que las potencias vencedoras estaban decididas a exigir de Alemania reparaciones por los daños sufridos durante la guerra, quedó rápidamente claro que, dada la devastación del país germano, estos bienes intactos tendrían que ser incluidos en el grueso de las reparaciones.9 En la Conferencia de Potsdam se ﬁjaron al respecto los límites territoriales para el reparto de estos bienes y, en la Conferencia Interaliada de Reparaciones, celebrada en París, se establecieron los mecanismos por medio de los cuales esos bienes debían ser liquidados y distribuidos entre los Estados perceptores. Este aspecto económico fue la segunda consideración importante de la operación Safehaven. 




			Los aliados calcularon el valor de los bienes privados alemanes en España en unos setecientos millones de pesetas de la época,10 lo que equivale a unos trescientos cincuenta millones de euros actuales, a los que había que sumar el valor de los bienes estatales en forma de empresas, dinero en metálico, oro e inmuebles, que ascendería igualmente a unos cientos de millones. Por esta razón, el programa de seguridad relativo a España revistió también desde el punto de vista económico una considerable importancia para los aliados. 




			En la puesta en práctica del programa, las potencias occidentales, sin embargo, tropezaron de entrada con una diﬁcultad básica, pues dependían de la voluntad de cooperación del régimen de Franco. Londres y Washington no disponían de un gran margen de acción en el trato con el dictador. Si bien habrían preferido una política de claras exigencias, combinada con amenazas de sanciones económicas que incluso habría podido llevar a la desestabilización del régimen, británicos y estadounidenses se vieron obligados a tener en consideración los propios intereses nacionales en vista de la incipiente confrontación con el imperio soviético. 




			Londres aspiraba a tener una España amistosa o al menos no hostil para asegurar la ruta del Mediterráneo y su fortaleza de Gibraltar. Una situación en España semejante a la que se presentaba en la Francia liberada, en la Italia de la inmediata posguerra o en Grecia, como resultado de un caos revolucionario provocado por sanciones económicas, no estaba en consonancia con los intereses de Londres.11 




			Washington, por su parte, tuvo que plegarse igualmente y a regañadientes a las exigencias de geopolítica en vista de la creciente confrontación con la Unión Soviética de Stalin, una confrontación que ya se vislumbraba en la Conferencia de Potsdam. La amenaza comunista dirigida desde el Kremlin, ampliamente iluminada por el diplomático estadounidense George Kennan, no dejaba lugar a dudas: una desestabilización del régimen de Franco llevaría automáticamente a una intromisión de Moscú en España en detrimento de los intereses estratégicos de Estados Unidos. Franco, por lo tanto, no podía ser presionado en demasía para la consecución de los ﬁnes del programa Safehaven. 




			El régimen de Franco, de hecho, presentó serios problemas para la puesta en práctica de la operación Safehaven, problemas que en gran medida fueron debidos a que, en la España franquista, aun después de terminada la guerra mundial, se mantuvo viva la simpatía por Alemania y el nacionalsocialismo. Altamente signiﬁcativa es en este sentido la sentencia de José Ignacio Escobar en defensa de los nazis refugiados en España, según la cual el único crimen perpetrado por los alemanes había sido el de no haber logrado ultimar a tiempo la bomba atómica, con lo que habían perdido la guerra.12 Bajo esta predisposición generalizada de simpatía hacia los alemanes, se entiende que la España de Franco ofreciera un clima propicio para el mantenimiento de organizaciones nazis y que los aliados tuvieran que vencer graves diﬁcultades para conseguir la ejecución de Safehaven. 




			Por otra parte, la expulsión de alemanes que los aliados denominaban «odiosos», así como la liquidación de los bienes germanos, pasaron a convertirse en asuntos que ponían a prueba la credibilidad del régimen. Si el gobierno español optaba por colaborar con los aliados en este asunto, ofrecería una prueba de haber dejado atrás su pasado fascista y de estar dispuesto a integrarse en el orden que se había establecido en la Conferencia de San Francisco en junio de 1945. El régimen de Franco, por lo tanto, se veía en la obligación de colaborar con los aliados para con ello evitar que —como ocurrió con las acusaciones del delegado polaco Oscar Lange en la ONU en abril de 1946— se le tachara de constituir un serio peligro para la paz mundial por dar refugio a miles de nazis y criminales de guerra, por promover su integración en los aparatos de seguridad y militares y por consentir la inﬁltración de capital y cientíﬁcos alemanes que continuarían sus actividades siniestras con la aquiescencia de Franco. 




			Además de la necesaria cooperación por parte española, Safehaven se vio ante el problema de que los mismos alemanes, especialmente los más signiﬁcados —que evidentemente temían represalias en Alemania—, así como aquellos en poder de fondos camuﬂados, harían todo lo posible para evitar que los representantes en España del Consejo de Control Aliado lograran su cometido. En este sentido, también contarían con la ayuda tanto de altos cargos del régimen como de personas subalternas. Por lo demás y como problema adicional, resultó también que algunos de los testaferros interpuestos e incluso la administración española intentaron aprovechar la oportunidad que se les presentaba para apropiarse de los valores que les habían sido encomendados. 




			Mientras que la repatriación de los alemanes considerados peligrosos tropezaría con una serie de obstáculos insuperables debido a los lazos de amistad existentes con altos representantes del régimen así como por la inquebrantable simpatía por Alemania y por el nacionalsocialismo, los aliados sí lograrían la cooperación respecto de los bienes aﬁncados en España, mostrándose el régimen dispuesto a negociar sobre su expropiación y liquidación. 




			Una de las razones de que así fuera se derivaba de la pretensión del gobierno de Madrid de contar con el patrimonio alemán en España como medio para saldar sus propias cuentas con Alemania. Esto se refería a reparaciones exigidas a causa de diversos daños sufridos como consecuencia de la guerra, especialmente por españoles residentes en Alemania. Y sobre todo existían deudas comerciales por un valor importante, debido a cuantiosas exportaciones de materias primas no saldadas hasta el ﬁnal de la guerra. 




			Otro asunto de importancia para el régimen era el destino que correrían los bienes incautados: en el caso de que las empresas intervenidas cayeran en manos de los aliados, se temían graves consecuencias para la economía nacional, en aquellos años dominada por el dogma de la autarquía. Por otra parte, sin embargo, si los aliados pretendían desmantelar las empresas, las consecuencias serían igualmente graves para determinados sectores de la economía española. Además, su liquidación y, en consecuencia, una repentina exportación masiva de capital habría tenido enormes repercusiones sobre la balanza de pagos de un país económicamente subdesarrollado como España. 




			De esta forma, el gobierno español exigiría el control de los procesos de liquidación y de la destinación de los bienes expropiados. Además, el régimen solo se mostró dispuesto a considerar «peligrosos» y, por lo tanto, expropiables aquellos bienes en España cuyos propietarios estuvieran a salvo del control directo por parte de autoridades españolas debido a su ausencia física, con lo que quedarían exceptuadas las propiedades de alemanes residentes en España.13 




			Si bien esta fórmula no encajaba precisamente en los planteamientos que partían de la percepción de la España de Franco como un puerto seguro para los intereses nazis, los aliados accedieron. Esto fue debido a dos motivos: por una parte, el grueso de los bienes alemanes en España lo representaban las ﬁliales de los grandes trusts germanos que, según las previsiones, serían liquidados. Por la otra, también se incluirían en la lista de bienes expropiables a aquellos de los alemanes cuya repatriación había sido decretada por motivos de seguridad. Además, los aliados lograrían participar en la designación de los bienes reservándose el derecho de otorgar el plácet correspondiente,14 con lo que quedarían salvaguardados sus propios intereses de seguridad. 




			Pero también el reparto del producto de las liquidaciones resultó ser un asunto altamente conﬂictivo a raíz de una larga lista de reclamaciones españolas que originó arduas discusiones a lo largo de año y medio entre la delegación aliada y el gobierno español. Los aliados no negaban que España tuviera reclamaciones pendientes con Alemania, pero sí se oponían a considerar esas reclamaciones en su totalidad e incluso a darles prioridad sobre las de los aliados.15 Estos, ﬁnalmente, lograron imponer su criterio y la fórmula de compromiso sería equiparable a la que se encontró en las negociaciones con otros neutrales. Así, en un acuerdo ﬁrmado el 10 de mayo de 1948, se dispuso una distribución sobre una base porcentual: de los primeros cien millones obtenidos, los españoles obtendrían una participación de un 20%; esta participación iría creciendo gradualmente hasta llegar a un 30% a partir de un producto de cuatrocientos millones. Con esto, los aliados querían crear un estímulo para que las autoridades españolas, con el transcurso del tiempo, no empezaran a perder el interés en proseguir con las expropiaciones y liquidaciones.16 




			Además, a pesar de que los aliados se negaron a incluir en la base de distribución el producto de las liquidaciones de los bienes estatales alemanes, se llegó también en esta cuestión a un compromiso con el traspaso a los españoles de la propiedad de los ediﬁcios de la mayoría de los antiguos colegios alemanes. Claro está que los españoles, al mismo tiempo, se obligaron a no devolver los ediﬁcios a los alemanes ni a utilizarlos como colegios alemanes. El valor de dichos ediﬁcios que vendría a corresponder al de la participación exigida por los españoles se calculó en unos treinta millones de pesetas.17 




			Sobre la base de un canje de notas, el 28 de octubre de 1946,18 los representantes del Consejo de Control Aliado pudieron disponer libremente del patrimonio estatal alemán en España que comprendía tanto inmuebles como una amplia red de empresas encuadradas sobre todo dentro del consorcio Soﬁndus, pero también comenzó la búsqueda de valores propiedad del Reich, camuﬂados ante la derrota. En el curso de las indagaciones no solo se comprobó que, efectivamente, en los últimos días de la guerra habían tenido lugar importantes movimientos de capital, para de esta forma evitar su incautación, sino que, además, para sorpresa de los aliados, los alemanes creyeron que depositar grandes cantidades de dinero en efectivo y de oro en el Ministerio de Asuntos Exteriores español sería el medio más adecuado para evitar que cayeran en manos de los aliados.19 




			Al cabo de un largo pulso tanto con antiguos miembros de la embajada alemana como con funcionarios españoles, ﬁnalmente llegó a acumularse una cantidad de 57.317.609,40 pesetas, diversas cantidades importantes de divisas y metales preciados, así como una partida de 115.641 soberanos británicos, una tonelada de oro amonedado. Fuera de toda duda, algo debió de escapárseles a los aliados, pero, aun así, estos creyeron haber logrado su cometido de cruzar el propósito de los diplomáticos y agentes alemanes de crear una reserva considerable de divisas y metales. El resultado de la liquidación de los bienes estatales y semiestatales alemanes, con la suma de 245.636.551 pesetas, sobrepasó con mucho los cien millones de pesetas que en un principio se habían calculado.20 




			Respecto de los bienes privados, según el resultado de las investigaciones practicadas, el número de empresas españolas con participación de capital alemán expropiable ascendía a 133 ﬁrmas.21 El núcleo de este potencial industrial alemán en España lo formaban a su vez unas treinta empresas que supuestamente sumaban alrededor de un 70% de las inversiones de capital alemán en España.22 La determinación en concreto de las participaciones alemanas en las empresas inspeccionadas, sin embargo, no resultó ser tarea fácil. Una de las mayores diﬁcultades con que tropezaban los inspectores era la de descubrir a los testaferros, pues, en un gran número de ﬁliales de empresas alemanas, ﬁguraban españoles como propietarios nominales de paquetes de acciones, propietarios, naturalmente, que eran personas interpuestas para de esta forma eludir la legislación vigente sobre la participación de capital extranjero en empresas radicadas en España. 
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